CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE CASACIÓN CIVIL

Magistrado Ponente: 

JESÚS VALL DE RUTÉN RUIZ

Bogotá, D.C., veintiuno (21) de enero de dos mil trece (2013)

Discutido y aprobado en sesión de dieciséis (16) de enero de dos mil trece (2013)

             Ref.: 11001-02-03-000-2012-02916-00

Decide la Corte la acción de tutela instaurada, mediante apoderado judicial, por  Clínica de Marly S.A. contra la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, magistradas Hilda González Neira y Julia María Botero Larrarte; y el Juzgado Treinta y Tres Civil del Circuito, a cuyo trámite se vinculó al Juzgado Veintitrés Civil del Circuito de descongestión, ambos de la misma ciudad. 

ANTECEDENTES

1. La promotora del amparo reclama protección constitucional del derecho fundamental al debido proceso que dice vulnerado con ocasión de  las providencias de 30 de julio y 23 de agosto de 2012 dictadas por el Tribunal accionado en el proceso ordinario que en su contra y de Rafael María Sarmiento Montero promovieron Herminia Pinzón Angulo y otros, y de los pronunciamientos de 19 de octubre de 2011, 20 de enero y 30 de marzo de 2012 emitidos por el Juzgado Treinta y Tres Civil del Circuito de Bogotá dentro de la misma actuación.

Solicita, entonces, dejar sin efectos las mencionadas decisiones y ordenar al Tribunal proferir una nueva providencia en la que se acepte el desistimiento de la demanda poniendo fin al proceso con respecto a todos los demandados. 

2. Sustenta la queja, en síntesis, así:
Herminia Pinzón Angulo, Martha Lucía Pinzón de Arango, Mari Adriana Pinzón Angulo y Jhon Henry Pinzón Angulo, demandaron a Rafael María Sarmiento Montero y a Clínica de Marly S.A. en procura de obtener el reconocimiento y pago de los perjuicios que en términos de la demanda, se generaron a raíz de un procedimiento médico y quirúrgico realizado a la primera de las mencionadas demandantes. 

La parte actora presentó desistimiento “del proceso ordinario adelantado contra el demandado” Rafael María Sarmiento Montero, el cual fue aceptado por el juzgado de conocimiento con auto de 19 de octubre de 2011, en el que se dispuso que el proceso debía continuar contra la Clínica.

Esta última sociedad solicitó adición del referido proveído para que fuera incluida en el desistimiento, habiendo sido dicha petición  desestimada, según determinación de 20 de enero de 2012.

Impugnada en reposición y en subsidio apelación esta última decisión,  el juzgado del circuito el 30 de marzo de 2012 revocó los autos objeto de censura, con el argumento de que se estaba en presencia de un “litisconsorcio impropio por pasiva”.


Por su parte, la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá en sede de apelación, revocó la precitada determinación, por lo que adquirió nuevamente vigencia el auto del juez a quo que había aceptado el desistimiento de la demanda sólo en relación con la persona natural demandada.


Asevera la accionante que las autoridades convocadas incurrieron en vía de hecho porque parten de raciocinios absolutamente equivocados, en la medida en que “se fundamentan en consideraciones sobre la naturaleza del litisconsorcio”, cuando la ley solo lo regula por activa,  y como el desistimiento de la demanda fue total puesto que no se excluyó ninguna de las pretensiones y además provino de todos los demandantes, dicho acto procesal “…conlleva la terminación del proceso, para todos los demandados”.


Agrega, que la vía adecuada para  prescindir de alguno de los demandados es a través de la reforma de la demanda, ya que el  desistimiento siempre se extiende a todos los demandados y como esto último fue lo que ocurrió en el referido asunto, debió decretarse la  terminación del proceso, más cuando la oportunidad para reformar la demanda se encontraba precluida y, por ende, “de ninguna manera era viable el desistimiento parcial de uno de los demandados”.

3.   La Corte admitió la demanda de la referencia; requirió el expediente contentivo del asunto sobre el cual versa la queja constitucional; y, ordenó librar las comunicaciones de rigor.

4.  El Juzgado Veintitrés Civil del Circuito de esta capital, después de reseñar el estado de la actuación procesal que allí se adelanta en referencia al proceso fuente del reclamo, señaló que sus decisiones no configuran vía de hecho que den lugar a protección constitucional.

      A su vez, la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá, por intermedio de uno de sus magistrados remitió copia de la providencia dictada por esa Corporación en el asunto cuestionado.

CONSIDERACIONES

1.  En virtud de su finalidad tutelar exclusiva de los derechos fundamentales y sus características residual y subsidiaria, la constante jurisprudencia ha puntualizado la procedencia excepcional del amparo respecto de actuaciones y providencias judiciales, única y exclusivamente en presencia de una irrefutable actuación ilegítima no susceptible de corregir mediante los mecanismos ordinarios previstos en la ley, en cuanto no se oriente a sustituir, desvirtuar e infirmar los medios, recursos, acciones e instrumentos normales de protección o defensa del derecho, desconocer e invadir la órbita de los jueces permanentes, ejercer sus funciones, discrepar de sus decisiones y, naturalmente, siempre que se ejerza en término razonable.

     2.  En el presente caso, el cuestionamiento del actor  enfrenta las providencias de las autoridades accionadas, por cuya virtud se negó su petición encauzada a obtener que el desistimiento formulado respecto de uno de los demandados, se hiciera extensivo a la Clínica de Marly S.A. y a que como consecuencia de ello se procediera a la terminación del  referido proceso, circunstancia que conlleva el examen, desde la perspectiva constitucional, de la disposición del Tribunal por ser la que, en sede de apelación, definió el aludido tópico. 


En ese orden, la Sala no encuentra un proceder absurdo, subjetivo o arbitrario, que es como se configura la vía de hecho,  en la providencia de 30 de julio de 2012, puesto que para revocar el auto de 30 de marzo de ese año (por medio del cual el Juzgado Treinta y Tres del Circuito de Bogotá infirmó su decisión, esto es, la que inicialmente había aceptado el desistimiento en la forma pedida por la parte demandante), la referida Corporación con un entendimiento admisible tanto de la situación fáctica como jurídica, consideró procedente el desistimiento presentado para efectos de excluir del litigio a uno de los codemandados, al no existir entre ellos litisconsorcio necesario por estar originada la relación de los convocados en una posible solidaridad. 


Así, el ad quem, en lo medular, reflexionó que en el sub lite, “evidentemente la Clínica de Marly y el médico Sarmiento Montero no reúnen la condición de litis consorte necesario, porque no es indispensable la presencia de los mismos dentro del litigio para que el proceso pueda desarrollarse válidamente y se pueda dictar decisiones de fondo, así como culminarlo mediante la sentencia respectiva. La relación jurídica aludida en la que se fundamenta la Clínica para hacer su solicitud de desistimiento también frente a ella, por integración del litisconsorcio necesario, no constituye obstáculo alguno para un pronunciamiento de fondo respecto de las pretensiones de la demanda, dado que no se trata de aquellas relaciones sustanciales, únicas e inescindibles, objeto de la decisión judicial y de un pronunciamiento uniforme, tal y como lo exigen los artículos 51 y 83 del C. de P. Civil (…)”.


A su vez apreció que como dicha relación –médico y sociedad médica- “se origina en una posible solidaridad que surgiría entre los convocados es claro que excluye la modalidad de litisconsorcio necesario”,  aunado a que “[l]a circunstancia de que el actor desista de uno de los demandados, no permite sostener a la luz del artículo 83 del CPC, que la responsabilidad demandada exige perentoriamente la citación y comparecencia de todos los supuestos partícipes en los daños demandados, de una parte y tampoco puede predicarse la existencia de cotitularidad de una misma e idéntica relación jurídica en el caso concreto, como que es perfectamente posible, que la responsabilidad perseguida pueda declararse respecto de uno de los demandados y por el contrario, negarse frente a los demás, lo cual está poniendo de presente, que la sentencia que dirima la controversia, en manera alguna habrá de ser idéntica para todos los copartícipes del daño demandado, con lo cual se evidencia lo antes expuesto” (fls. 106 y 107).


   3. Puestas en esa dimensión las cosas, los motivos aducidos por la censura no tienen la virtualidad de contrarrestar los efectos de la determinación en comento, particularmente en cuanto considera la Clínica que la ley únicamente  regula el litisconsorcio por activa y que la terminación del proceso se debió dar para todos los demandados en la medida en que no se excluyó ninguna de las pretensiones, mas si se tiene en cuenta que la acción de tutela no es una instancia adicional para tratar de volver sobre aspectos debatidos y decididos por los jueces del proceso, so pretexto de un simple divergencia de criterio.  


En un caso que guarda cierta simetría con el actual, esta Corporación en pasada oportunidad indicó:

  “De entrada advierte la Sala que en el presente caso no puede acogerse el amparo impetrado, pues lo que realmente pretende el accionante es un nuevo pronunciamiento sobre los argumentos que en el proceso presentó para que el desistimiento formulado por la parte ejecutante cubriera a las dos demandadas, y no a una de ellas a la cual expresamente se dirigió. 

Es claro y no existe discusión alguna respecto de que la tutela no fue creada como tercera instancia para que, de manera indefinida, se continúe, por la simple discrepancia de las partes, con una controversia ya planteada y resuelta por los funcionarios competentes.

Al respecto se aprecia en las actuaciones adosadas a la demanda de tutela que los Juzgados emisores de las decisiones cuestionadas, resolvieron en forma motivada y acorde a derecho las solicitudes que en tal sentido formuló la demandada, ahora accionante, es decir que el debate, planteado sobre los efectos del desistimiento que se hizo en relación con una sola de las demandadas, quedó agotado en el proceso y, contrario a lo que indica la gestora del amparo, el hecho de que no se hubiera recurrido la última decisión que lo aceptó, impide que se reviva la controversia basada en esa decisión.


De otra parte se tiene que lo dispuesto en el artículo 51 del C. de P. Civil, invocado por la accionante para beneficiarse del desistimiento formulado por la acreedora, está dirigido a quienes conformen un litisconsorcio necesario, lo que no ocurre en este caso donde se trata de un litisconsorcio facultativo, surgido de la posibilidad que tiene el acreedor de demandar a uno solo, a algunos,  o a todos los deudores, derecho que le permite el desistimiento, que en este caso hizo, respecto a una de las dos demandadas.
Se trata entonces de decisiones debidamente sustentadas, carentes de arbitrariedad, tal como lo juzgó el Tribunal, por lo tanto, teniendo en cuenta el respeto que merece en sede constitucional la discreta autonomía de los juzgadores de instancia en las labores relacionadas con la interpretación jurídica, no puede predicarse en este asunto vía de hecho que justifique la presente acción, en consecuencia debe confirmarse la sentencia impugnada” (sent. 28 de noviembre de 2007, exp. 08001-22-13-000-2007-00415-01). 

En fin, no se observa que la exclusión de uno de los demandados merced al desistimiento presentado por la parte actora sea resultado de una decisión contraria al ordenamiento jurídico que de suyo amerite la intervención del Juez Constitucional, amén de que el argumento de la tutelante sustentado en ser la reforma de la demanda el mecanismo para prescindir de uno de los demandados, cuya oportunidad para ejercerlo –dice- se encontraba precluida, debió exponerlo en el escenario natural del proceso  en aras a obtener del juzgador un pronunciamiento al respecto. 


No obstante, sobre este último particular, tampoco se advierte  un yerro protuberante pasible de corrección a través de esta acción constitucional, pues, se reitera, con independencia de que la Corte comparta o no la decisión por razón de la cual finalmente se acogió el desistimiento manifestado, lo cierto es que esa determinación de 30 de julio de 2012 se sostiene frente al ataque emprendido por la accionante.  

Desde antes la Sala ha dicho que la acción de tutela no puede ser utilizada “(…) para obtener un pronunciamiento diferente del que avalaron los jueces de conocimiento en sus diferentes instancias, menos aún si la determinación cuestionada obedece a una interpretación racional, la cual, con independencia de su valor doctrinal o de su peso dialéctico y con prescidencia de que ciertamente se comparta, no puede ser enjuiciada por el juez constitucional, quien de hacerlo, se estaría inmiscuyendo –de manera inconsulta- en el ámbito propio de otra jurisdicción” (sentencia de 11 de mayo de 2001, exp. 0183).


4. Por último, el auto de 23 de agosto del año anterior, por cuyo medio el Tribunal rechazó de plano el recurso de súplica interpuesto por la peticionaria contra el que desató la apelación que viene de reseñarse, se acompasa con lo preceptuado en el  artículo 363 del Código de Procedimiento Civil el cual preceptúa que “[l]a súplica no procede contra los autos mediante los cuales se resuelva la apelación o la queja”, lo que descarta el reclamo de la peticionaria del amparo.


5. Las precedentes motivaciones conducen inexorablemente a  denegar la protección pedida.

DECISIÓN

Con fundamento en lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Civil, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo solicitado.

Comuníquese mediante telegrama a los interesados, y si la decisión no es impugnada, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


Por Secretaría, devuélvase el expediente adjunto a la oficina de origen.
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